SENTENCIA DE TUTELA 2ª INSTANCIA N°109                                        
            RADICACIÓN:    66001318700420180008101


ACCIONANTE:    DIANA MARÍA BERMÚDEZ Q.
MODIFICA 

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.

TEMAS:
DERECHO AL TRABAJO / MADRE CABEZA DE FAMILIA / DEFINICIÓN Y PRUEBA / PRINCIPIO DE SUBSIDIARIEDAD / PERJUICIO IRREMEDIABLE / NO SE PRUEBA CON LA SOLA AFIRMACIÓN DEL ACCIONANTE / IMPROCEDENCIA DE LA TUTELA.
“[…] 4.2 Partiendo del principio de subsidiariedad que caracteriza a la acción de tutela, la procedencia de esta vía judicial excepcional está supeditada al agotamiento previo de las otras vías judiciales ordinarias con que cuente el interesado, y que sólo ante la inexistencia o inoperancia de esas vías judiciales, es posible acudir a la acción constitucional para evitar la ocurrencia de un perjuicio irremediable.

 

“El sentido de la norma es el de subrayar el carácter supletorio del mecanismo, es decir, que la acción de tutela como mecanismo de protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales debe ser entendida como un instrumento integrado al ordenamiento jurídico, de manera que su efectiva aplicación sólo tiene lugar cuando dentro de los diversos medios que aquél ofrece para la realización de los derechos, no exista alguno que resulte idóneo para proteger instantánea y objetivamente el que aparece vulnerado o es objeto de amenaza…
… la Colegiatura, contrario a lo esgrimido por la funcionaria de primer nivel, considera que el amparo invocado no resulta procedente por cuanto es claro que existe la vía ordinaria para dirimir conflictos como el planteado por la actora, y la acción de tutela no está llamada a prosperar cuando se cuenta con otros mecanismos de defensa, a menos que se utilice de manera transitoria para evitar un perjuicio irremediable. Ahora, la sola manifestación de la señora DIANA BERMÚDEZ de ser madre cabeza de hogar, per se, no acredita la existencia de un perjuicio irremediable. (…)
… la señora DIANA BERMÚDEZ no pudo demostrar sumariamente la calidad de madre cabeza de familia, por cuanto la ley 1232/08 en su artículo 1° estableció que tal calidad la ostenta: “ […] quien siendo soltera o casada, ejerce la jefatura femenina de hogar y tiene bajo su cargo, afectiva, económica o socialmente, en forma permanente, hijos menores propios u otras personas incapaces o incapacitadas para trabajar, ya sea por ausencia permanente o incapacidad física, sensorial, síquica o moral del cónyuge o compañero permanente o deficiencia sustancial de ayuda de los demás miembros del núcleo familiar […]”. Y como se ha mencionado ya en varias oportunidades la accionante no tiene una ausencia permanente del padre de su hija.
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Magistrado Ponente

 JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, nueve (09) de noviembre de dos mil dieciocho (2018)

    Acta de Aprobación No. 997
                                                          Hora: 1:30 p.m.
1.- VISTOS

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por la ciudadana DIANA MARÍA BERMÚDEZ QUIMBAYA frente al fallo proferido por el Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Mediadas de Seguridad de Pereira (Rda.), con ocasión de la acción de tutela impetrada contra el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar -en adelante ICBF-.

2.- DEMANDA
De lo consignado en el escrito de tutela se extracta lo siguiente: (i) la señora DIANA BERMÚDEZ laboró al servicio del ICBF desde julio 2 de 2004 hasta julio 02 de 2018 como profesional universitario en el cargo de contadora pública con código 2044, grado 7 y su salario era $2.477.825.oo; (ii) en octubre 09 de 2015 la Coordinadora del Grupo Administrativo Regional Risaralda ICBF le solicitó que acreditara la condición de madre cabeza de familia, en cumplimiento al marco legal de la ley 1232/08; (iii) la información requerida la entregó en octubre 15 de 2015; (iv) la Comisión Nacional del Servicio Civil mediante convocatoria 433 de 2016 dio apertura al concurso abierto de méritos para proveer definitivamente el cargo de contadora pública que desempeñaba, sin embargo, desconoció lo estatuido en la citada ley 1232/08; (v) el ICBF debió tener en cuenta a los funcionarios en provisionalidad que ostentaban la calidad de madres cabeza de familia con el fin de reconocer la estabilidad laboral reforzada protegida por la Constitución Nacional; (vi) en mayo 21 de 2018 reenvió información relacionada con su condición de madre cabeza de familia la cual entregó al Director de Gestión Humana del ICBF; (vii) en mayo 23 de 2018 presentó la documentación requerida por el ICBF; (viii) mediante oficio S-201-4131550101 la Dirección de Gestión Humana le manifestó: “[…] ahora bien en cuanto a la declaración juramentada ante Notario que usted adjunto en su petición, es pertinente señalar que la Corte Constitucional en su jurisprudencia ha manifestado que este documento no constituye como prueba indispensable para acreditar la condición de madre cabeza de familia, ya que esta condición no puede depender de formalidades sino del estudio de las condiciones fácticas que rodean cada caso […]”; y (ix) se le ha despojado del carácter de madre cabeza de familia y fue excluida del beneficio otorgado por la ley 1232/08, a sabiendas que entregó la documentación que acreditaba tal condición, supuestamente por recibir una cuota de alimentos, la cual fue suspendida desde el año 2013 por el padre de su hija menor.
Con fundamento en lo anterior, pide el amparo de sus derechos al trabajo, la salud y la seguridad social; y, en consecuencia, se le ordene al ICBF el reintegro al cargo que desempañaba y el pago de los salarios desde julio 2 de 2018 hasta que se realice el reintegro.
3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1- La actuación fue asignada al Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda), despacho que admitió la acción, ordenó recibir declaración a la accionante
 y corrió traslado al ICBF, entidad que se pronunció en los siguientes términos:

La accionante fue vinculada en provisionalidad al ICBF con el objetivo de proveerse transitoriamente la vacante definitiva del empleo de carrera administrativa de profesional universitario código 2044 grado 7 en la Regional ICBF Risaralda, hasta tanto el cargo fuera provisto de forma definitiva a través del sistema de mérito en cumplimiento en lo establecido en la ley 909/04 y el artículo 125 CN.

En el año 2015 la accionante diligenció un formato en el que señaló que era madre cabeza de familia, empero, dicho documento no es una prueba conducente para acreditar tal calidad.

Los nombramientos en provisionalidad son formas de vinculación de carácter excepcional, cuya duración está supeditada a la cesación de una situación administrativa o por nombramiento de una persona en periodo de prueba que ha superado todas las etapas de un concurso de méritos.

El empleo que desempeñaba en provisionalidad la accionante se ofertó en la convocatoria 433 de 2016, y corresponde a una sola vacante que de acuerdo con la Resolución No 20182230040525 de abril 26 de 2018 se conformó lista de elegibles de 11 personas.

Con el objetivo de determinar si la accionante era madre cabeza de familia de acuerdo con lo establecido por la ley 1238/08 y la jurisprudencia de la Corte Constitucional, solicitaron una serie de documentos, pero además le formularon unas preguntas a la señora DIANA BERMÚDEZ tendientes a reconocer si el señor MANUEL ANTONIO PULIDO MULETT se había sustraído completamente del cumplimiento de la obligación como padre. 
Luego del análisis de la anterior información concluyeron que la señora BERMÚDEZ QUIMBAYA tenía la responsabilidad compartida del cuidado y manutención de su hija con el señor MANUEL PULIDO, pues este no se había sustraído completamente de sus obligaciones, toda vez que en desarrollo del proceso de alimentos adelantado en su contra, ante el Juzgado Cuarto de Familia de Pereira, se ordenó fijar una cuota alimentaria en favor de la menor correspondiente al 18% del salario percibido por el señor PULIDO MULETT.

Si bien es cierto la accionante allegó una constancia del Juzgado Cuarto de Familia en la que se aprecia que la última consignación efectuada en favor de la accionante por concepto de alimentos se llevó a cabo en agosto 09 de 2013, dicha constancia no demuestra si el padre de la menor se ha sustraído completamente de sus obligaciones, toda vez que no se aprecia ninguna acción judicial tendiente a requerir al señor PULIDO MULETT para que garantice los alimentos a su hija.
De acuerdo con la consulta en la base de datos del sistema general de seguridad social en salud el padre de la menor se encuentra afiliado como cotizante en el régimen contributivo, por tanto, se puede concluir que tiene capacidad económica.

La accionante, tampoco logró demostrar el grado de dependencia de sus padres, si los mismos perciben pensión de vejez, o si cuentan con más hermanos para el apoyo en el cuidado y protección de sus progenitores.

Las pretensiones en la acción de tutela están enfocadas a que el Juez Constitucional asuma el rol de juez de la jurisdicción contenciosa administrativa. La demandante ataca los efectos producidos por la lista de elegibles proferida por la Comisión Nacional del Servicio Civil -convocatoria 433-, cuando en realidad solo procede por las causales establecidas en el artículo 93 CPACA o se decrete la nulidad del acto administrativo a través del proceso de nulidad y restablecimiento del derecho consagrado en el artículo 138 ibídem.

Solicita se declare la improcedencia de la acción de tutela.

3.2- El despacho vinculó en el trámite de la acción de tutela a la señora CARMENZA ROJAS PERDOMO –funcionaria que ejerce el cargo que desempeñaba la accionante-, como quiera que eventualmente se puede ver afectada con la decisión que se adopte.

La ciudadana se pronunció y solicitó que no se desconozca sus derechos fundamentales, ni el acceso a la carrera administrativa producto del concurso abierto de méritos ya superado.

3.3- Dentro del término constitucional y legal (octubre 01 de 2018) el despacho de primer nivel negó la protección de los derechos invocados por el tutelante. Al efecto argumentó: (i) la controversia versa sobre el estudio de la condición de madre cabeza de familia que aduce tener la accionante, ya que de ser así, se hace necesario un trato preferencial de acuerdo con lo señalado por la jurisprudencia y la ley; (ii) la accionante no acreditó que el padre de su hija hubiera perdido la patria potestad ni que contra de él existiera una acción penal por el delito de inasistencia alimentaria, lo anterior para determinar si la manutención de la menor está a cargo exclusivamente de la señora BERMÚDEZ QUIMBAYA; (iii) la simple manifestación de abandono de las obligaciones económicas en cabeza del señor PULIDO MULETT no acredita la condición de madre cabeza de hogar, como quiera que cuenta con las acciones judiciales pertinentes para obligar al padre de la menor a cumplir con la obligación alimentaria; (iv) de la declaración presentada por la accionante se desprende que la carga económica de sus padres es compartida con sus otros hermanos; y (v) la señora DIANA BERMÚDEZ puede acceder al mercado laboral de manera independiente, así lo permite su profesión.
4.- IMPUGNACIÓN

La accionante mostró su inconformidad con lo resuelto y argumentó:

El Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medida de Seguridad manifestó que su condición de madre cabeza de hogar no se configura como consecuencia de que existen mecanismos judiciales para obligar a que el padre de su hija menor cumpla con el pago de la cuota alimentaria, pese a quedar claro que realizó las gestiones necesarias ante la jurisdicción de familia al punto de decretarse un embargo sobre el salario del señor PULIDO. Empero, el a quo consideró que para demostrar la condición de madre cabeza de hogar debe acudir a la jurisdicción penal, cuando en realidad la medida de embargo no fue efectiva y desde el año 2013 ha tenido la manutención de su hija. El agotamiento de las vías judiciales no es garantía fáctica del cumplimiento de la obligación por parte del señor PULIDO.
Actualmente desconoce donde se encuentra el señor PULIDO, lo que acredita la figura de ausencia y abandono de que trata el artículo 2 de la ley 82/93.

La manutención de su hija en todos los aspectos ha estado exclusivamente bajo su responsabilidad, la cual ha cumplido a cabalidad.

La juez de primer nivel desconoce la estabilidad laboral reforzada y la ley 1232/08.
Llama la atención que el ICBF en su calidad de entidad pública cuyo objeto es la protección de los derechos de los niños, niñas y adolescentes, desconozca que su actuar en este caso particular afecta los derechos a la educación, la salud y el bienestar de su hija menor.

Solicitó se le ordene al ICBF el reintegro al cargo que desempañaba y el pago de los salarios desde julio 2 de 2018 hasta que se realice el reintegro.

5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra el fallo proferido por el Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91 y 1º del Decreto 1983/17.

5.1.- Problema jurídico planteado
Debe determinar la Sala el grado de acierto o desacierto de la decisión de primera instancia, en cuanto concluyó que en el evento sometido a estudio no se demostró una situación vulneradora de derechos causada por el ICBF.

5.2.- Solución a la controversia
La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

Al respecto, la H. Corte Constitucional en sentencia T-629 de 2008 expresó: 

“[…] 4.2 Partiendo del principio de subsidiariedad que caracteriza a la acción de tutela, la procedencia de esta vía judicial excepcional está supeditada al agotamiento previo de las otras vías judiciales ordinarias con que cuente el interesado, y que sólo ante la inexistencia o inoperancia de esas vías judiciales, es posible acudir a la acción constitucional para evitar la ocurrencia de un perjuicio irremediable.
 
“El sentido de la norma es el de subrayar el carácter supletorio del mecanismo, es decir, que la acción de tutela como mecanismo de protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales debe ser entendida como un instrumento integrado al ordenamiento jurídico, de manera que su efectiva aplicación sólo tiene lugar cuando dentro de los diversos medios que aquél ofrece para la realización de los derechos, no exista alguno que resulte idóneo para proteger instantánea y objetivamente el que aparece vulnerado o es objeto de amenaza por virtud de una conducta positiva o negativa de una autoridad pública o de particulares en los casos señalados por la ley, a través de una valoración que siempre se hace en concreto, tomando en consideración las circunstancias del caso y la situación de la persona, eventualmente afectada con la acción u omisión. No puede existir concurrencia de medios judiciales, pues siempre prevalece la acción ordinaria; de ahí que se afirme que la tutela no es un medio adicional o complementario, pues su carácter y esencia es ser único medio de protección que, al afectado en sus derechos fundamentales, brinda el ordenamiento jurídico”.[...]” (negrillas fuera de texto).

En el caso sometido a estudio la actora solicitó la protección de sus derechos fundamentales al trabajo, la estabilidad laboral reforzada, la salud y la seguridad social, por cuanto el ICBF desconoció su calidad de madre cabeza de hogar al declararla insubsistente del cargo de contadora pública que desempeñaba en la entidad y permitir el nombramiento en período de prueba en el cargo de carrera administrativa a la señora CARMENZA ROJAS PERDOMO, ciudadana que hace parte de la lista de elegibles luego de haber superado todas las etapas del concurso de méritos convocado por la CNSC.

La a quo para decidir de fondo y negar la acción de amparo, previamente declaró la procedencia de la acción de tutela al considerar que en el presente caso se vislumbra una posible amenaza de los derechos fundamentales al mínimo vital y al trabajo en cabeza de una mujer que manifestó ser madre cabeza de hogar y que tiene a cargo económicamente a su hija y a sus padres de avanzada edad.
Para la Colegiatura, contrario a lo esgrimido por la funcionaria de primer nivel, considera que el amparo invocado no resulta procedente por cuanto es claro que existe la vía ordinaria para dirimir conflictos como el planteado por la actora, y la acción de tutela no está llamada a prosperar cuando se cuenta con otros mecanismos de defensa, a menos que se utilice de manera transitoria para evitar un perjuicio irremediable. Ahora, la sola manifestación de la señora DIANA BERMÚDEZ de ser madre cabeza de hogar, per se, no acredita la existencia de un perjuicio irremediable. 

En efecto, acerca de la existencia de un perjuicio irremediable, la H. Corte Constitucional en sentencia T-471/17, dijo:

 
“[…] De otra parte, en cuanto a la ocurrencia de un perjuicio irremediable, este Tribunal, en la sentencia T-225 de 1993, señaló que de acuerdo con el inciso 3º del artículo 86 Superior, aquel se presenta cuando existe un menoscabo moral o material injustificado que es irreparable, debido a que el bien jurídicamente protegido se deteriora hasta el punto que ya no puede ser recuperado en su integridad.
 
Adicionalmente, en la sentencia T-808 de 2010, reiterada en la T-956 de 2014, la Corte estableció que se debe tener en cuenta la presencia de varios elementos para determinar el carácter irremediable del perjuicio. 
 
En primer lugar, estableció que el daño debe ser inminente, es decir que está por suceder en un tiempo cercano, a diferencia de la mera expectativa ante un posible menoscabo. Este presupuesto exige la acreditación probatoria  de la ocurrencia de la lesión en un corto plazo que justifique la intervención del juez constitucional. Es importante resaltar que la inminencia no implica necesariamente que el detrimento en los derechos este consumado. Asimismo, indicó que las medidas que se debían tomar para conjurar el perjuicio irremediable deben ser urgentes y precisas ante la posibilidad de un daño grave evaluado por la intensidad del menoscabo material a los derechos fundamentales de una persona. En esa oportunidad, la Corte señaló que la gravedad del daño depende de la importancia que el orden jurídico le concede a determinados bienes bajo su protección.
 
Finalmente estableció que la acción de tutela debe ser impostergable para que la actuación de las autoridades y de los particulares sea eficaz y pueda asegurar la debida protección de los derechos comprometidos. 
De la información que se arrimó al dossier se aprecia que la señora BERMÚDEZ QUIMBAYA fue retirada del cargo de contadora pública que venía desempeñando en el ICBF con ocasión al nombramiento en carrera de la persona que superó todas las etapas del concurso convocado por el CNSC, situación por la cual la accionante le solicitó a la entidad le reconociera la calidad de madre cabeza de hogar y aportó los documentos respectivos; no obstante, el ICBF consideró que no cumplía las características de madre cabeza de hogar, y argumentó que la señora DIANA BERMÚDEZ compartía la obligación económica de su hija con el señor MANUEL ANTONIO PULIDO MUNETT -padre de la menor-.
Se aprecia entonces que la discusión radica exclusivamente en si se puede reconocer o no a la accionante la calidad madre cabeza de hogar, con el fin de que se declare su estabilidad laboral reforzada y se ordene el reintegro en el cargo que venía desempeñando en el ICBF.

La funcionaria de primer nivel en el estudio de procedibilidad de la acción constitucional concluyó que los derechos fundamentales reclamados estaban en cabeza de una mujer que manifestó ser madre jefe de hogar, pero en el acápite del caso concreto negó la petición de amparo al considerar precisamente que no se había acreditado por parte de la señora DIANA la condición de madre cabeza de familia. Lo anterior, en criterio de la Colegiatura, involucra un contrasentido, como quiera que una cosa no puede ser y no ser al mismo tiempo; salvo claro está, que la primera afirmación se haga en términos teóricos o genéricos, y lo segundo en términos concretos en el caso singular. 
Si bien la acción de tutela puede resolver transitoriamente asuntos propios de otra jurisdicción, ello ocurre cuando exista un perjuicio irremediable que le impida al accionante acudir al otro medio de defensa judicial, no obstante, dicha situación debe acreditarse mínimamente en el caso específico. 
No puede decirse en este asunto, que la existencia de un perjuicio irremediable se acreditó con la simple manifestación de la accionante de ser madre cabeza de familia, porque si bien aportó varios documentos con los cuales pretende demostrar la calidad mencionada, es precisamente sobre ellos en que se suscita la discusión, ya que la interpretación que le dio el ICBF a los documentos al momento de hacer el estudio sobre la desvinculación de la accionante del cargo que venía de desempeñando en provisionalidad, le permitió establecer que la señora DIANA BERMÚDEZ comparte los gastos de manutención de su hija con el señor MANUEL ANTONIO PUIDO MULETT, y esa situación por sí misma considerada la excluye expresamente de la ley 1232/08.

Lo anterior para significar que en principio la a quo abordó el estudio de procedibilidad de la acción de tutela con el convencimiento de que la señora BERMÚDEZ QUIMBAYA tenía a su cargo la manutención de su hija y la de sus padres de avanzada edad; sin embargo, cuando valoró los documentos y la declaración de la accionante concluyó todo lo contrario.
De la declaración rendida por la demandante se desprende en síntesis: (i) la manutención de sus padres es compartida con sus otros hermanos; (ii) reside en una casa arrendada; (iii) actualmente ha sostenido económicamente su hogar con las cesantías y la liquidación, pero el dinero solo le alcanza para un mes; y (iii) en caso de no prosperar la acción de tutela buscará nuevamente trabajo. Pero del contenido de otros documentos se desprende lo siguiente: (i) una certificación del Juzgado Cuarto de Familia de Pereira que señala que en dicho despacho se llevó a cabo proceso de alimentos contra el señor MANUEL ANTONIO PULIDO MULETT, sin embargo, la última consignación por concepto de cuota alimentaria se llevó a cabo en julio 31 de 2013; y (ii) una declaración extraproceso ante la Notaría Tercera del Círculo de Pereira en la que afirmó ser madre cabeza de hogar. Información que fue suficiente para que la titular del Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de la ciudad negara el amparo.
Como se indicó, en realidad de verdad no se acreditó un perjuicio irremediable que advirtiera un daño inminente en el hogar de la señora DIANA BERMÚDEZ. Y si bien se señaló que se encuentra residiendo en una vivienda arrenda y que el dinero que tiene de las cesantías le alcanzará solo para un mes en pro de la manutención de su hogar, dicha situación por sí sola no se puede considerar como grave cuando la misma accionante reconoce que de no resolverse favorablemente la acción de tutela acudirá a la oferta laboral en busca de un trabajo. 
Tampoco se señaló por su parte por qué era impostergable acudir a la jurisdicción Contenciosa Administrativa o el impedimento que tenía para obrar en tal sentido. Pese a lo anterior, la a quo consideró procedente la acción y aunque señaló que el medio judicial dispuesto por la ley era idóneo, aunque no eficaz, su decisión se apoyó en las afirmaciones de la accionante acerca de su calidad de madre cabeza de hogar, las cuales no resultaron conducentes de conformidad con la declaración que rindió ante el despacho.
Ahora, esta Corporación no desconoce la especial protección constitucional que tienen las madres cabeza de hogar cuando ocupan en provisionalidad cargos de carrera
. Pero muy a pesar de ello, cuando el cargo se debe proveer por lista de elegibles luego de haberse agotado el concurso de méritos, y en caso de desconocerse por parte de la entidad pública la calidad aludida a la persona que ocupa el cargo en provisionalidad, la acción de tutela es procedente siempre y cuando la jefatura de hogar se encuentre plenamente acreditada, lo que, se repite, aquí no aconteció porque la señora DIANA BERMÚDEZ no pudo demostrar sumariamente la calidad de madre cabeza de familia, por cuanto la ley 1232/08 en su artículo 1° estableció que tal calidad la ostenta: “ […] quien siendo soltera o casada, ejerce la jefatura femenina de hogar y tiene bajo su cargo, afectiva, económica o socialmente, en forma permanente, hijos menores propios u otras personas incapaces o incapacitadas para trabajar, ya sea por ausencia permanente o incapacidad física, sensorial, síquica o moral del cónyuge o compañero permanente o deficiencia sustancial de ayuda de los demás miembros del núcleo familiar […]”. Y como se ha mencionado ya en varias oportunidades la accionante no tiene una ausencia permanente del padre de su hija.
En conclusión, aunque la Corporación comparte la determinación final a la cual llegó la funcionaria de primer grado, la misma deberá MODIFICARSE en el sentido que la acción de tutela debe declararse IMPROCEDENTE al no estar dados los requisitos para que opere la subsidiariedad pretendida.
6.- DECISIÓN
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

FALLA
PRIMERO: SE MODIFICA la decisión del Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.) en cuanto NEGÓ la tutela, y en su lugar se declara que la acción constitucional es IMPROCEDENTE.

SEGUNDO: Por Secretaría se remitirá el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
      JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

El Secretario de la Sala,

WILSON FREDY LÓPEZ
� Ver folio 49


� Sentencia  T373/17
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